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VIOLENCIA INTRAFAMILIAR. [L]a Sala es de la opinión que la recurrente con todo lo dicho respecto de la calificación jurídica dado a los hechos, esta desconociendo que una de las características que destaca al delito de violencia intrafamiliar es que en el escenario de la tipicidad se trata de un reato de naturaleza subsidiaria, “pues únicamente será aplicable si el maltrato físico o psicológico, no constituye delito sancionado con pena mayor, como ocurre, por ejemplo, con cierta clase de lesiones personales o el homicidio…..”. Por lo que es claro que acorde con lo demostrado por los medios de conocimiento aducidos al proceso, que en el subexamine se estaba en presencia de un posible delito de hurto calificado por la violencia, injusto que debía primar en atención a que dicho delito es sancionado con mayor gravedad punitiva que el delito de violencia intrafamiliar. Así las cosas lo que se configuró el día de los hechos fue un delito de hurto, como lo consideraron los Patrulleros que realizaron la captura en flagrancia, pero no una típica escena de violencia intrafamiliar. En conclusión, encuentra la Corporación que no le asiste razón a la señora Fiscal en cuanto a su apelación y por ende la decisión absolutoria adoptada por la Juez Primera Penal Municipal con Funciones de Conocimiento de Pereira, será confirmada en su integridad. 
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Hora: 8:13 a.m. 
Procesado: YAT
Delito: Violencia intrafamiliar
Radicación # 66001-6000-035-2013-00283-01

Procede: Juzgado 1º Penal Municipal de Pereira 

Asunto: Resuelve recurso de apelación interpuesto por la Fiscalía en contra de sentencia absolutoria.

Decisión: Confirma fallo confutado

V I S T O S:

Procede la Colegiatura a resolver el recurso de apelación interpuesto por la Fiscalía en contra de la sentencia adiada el 01 de febrero de 2017, proferida por el Juzgado Primero Penal Municipal con Funciones de Conocimiento de Pereira, mediante la cual se absolvió al ciudadano YAT de los cargos relacionados con incurrir en la presunta comisión del delito de violencia intrafamiliar.
A N T E C E D E N T E S:

Los hechos objeto de las presentes actuaciones tuvieron ocurrencia en esta localidad a eso de las 17:50 horas del 26 de enero de 2015 en la calle 21 con carrera 10, y están relacionados con la aprehensión por parte de efectivos de la Policía Nacional del ciudadano YAT, quien fue sorprendido instantes después de haber sacado a la señora KELLYN RIVERA RIVERA, quien fue su compañera permanente y madre de sus dos hijos, de manera violenta del interior de un taxi, el cual estaba abordando, en ese mismo acto pese a que su hija evito que siguiera agrediendo a su madre, procedió a arrebatarles un maletín y emprendió veloz carrera, siendo capturado por efectivos de la Policia Nacional que patrullaban por ese sector. 

Una vez se produjo la captura de YAT, el aludido prosiguió con su comportamiento pendenciero al ultrajar con palabras soeces y estrujones a la señora RIVERA RIVERA.
L A   A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L:
1) El Juzgado Sexto Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de Pereira, el 27 de enero de 2015, llevó a cabo las audiencias concentradas de legalización de la captura, formulación de la imputación e imposición de medida de aseguramiento con detención preventiva en establecimiento carcelario, en contra del señor YAT, quien no aceptó los cargos endilgados en su contra relacionados con la presunta comisión del delito de violencia intrafamiliar.

2) Mediante memorial adiado el 19 de marzo de 2015, la Fiscalía presentó el correspondiente escrito de acusación en contra del señor YAT, correspondiéndole por reparto el conocimiento de la actuación al Juzgado Primero Penal Municipal con Funciones de Conocimiento local. La audiencia de formulación de la acusación se llevó a cabo el 19 de mayo del 2015, momento en el cual se reiteraron los cargos en contra del procesado por el relato de violencia intrafamiliar agravado por haberse ejercido la violencia en contra de una mujer, en calidad de autor material a título de dolo. El 27 de noviembre de 2015 se realizó la audiencia preparatoria.

3) El juicio oral se logró iniciar el 27 de abril de 2016 y culminó el 22 de julio de ese mismo año. La sentencia fue dictada 01 de febrero de 2017 y en ella se resuelve absolver al señor YAT por los cargos formulados por parte de la Fiscalía, motivo por el cual la Fiscal recurrió en apelación dicha decisión.
L  A   S  E  N  T  E  N  C  I  A    I  M P U G N A D A:

Se trata de la sentencia de fecha el 01 de febrero de 2017, proferida por el Juzgado Primero Penal Municipal con Funciones de Conocimiento, en virtud de la cual se determinó que en el caso de la Fiscalía seguido en contra el señor YAT no existía suficiente material probatorio y evidencia física para hallarlo penalmente responsable de la comisión del delito de violencia intrafamiliar agravado, motivo por el cual se culminó la actividad con la lectura de la sentencia absolutoria a favor del señor YORGUI.
En dicha providencia, se dijo que para condenar se requiere el conocimiento más allá de toda duda razonable acerca del delito y de la responsabilidad penal del acusado frente a los hechos debatidos en el juicio; y en este caso, no es del todo clara la situación fáctica que genero la denuncia penal, la cual se derivó de la ocurrencia de una discusión entre YAT, su excompañera sentimental KELLYN RIVERA y su hija menor de edad. Recordó la Juez que la denuncia penal en un principio fue formulada por el delito de hurto, porque el procesado le sustrajo un bolso a las víctimas, el cual les arrebató, tras la fallida exigencia que les hizo de hablar con ellas, lo que ocasionó que también él tratara, antes de arrebatarles el objeto, de sacarlas del taxi en el que se encontraban. 
Por otro lado, dijo la señora Jueza que de este episodio ninguna de las dos mujeres salió lesionada, muestra de ello es la inexistencia de valoración por medicina legal, además se consignó que el procesado es una persona que padece de esquizofrenia tal como lo determinó el informe pericial de psiquiatría forense.
Con base en lo anterior, consideró la A quo que de acuerdo al  escenario planteado, el asunto sobre el cual se reclama pronunciamiento no trasciende al derecho penal, pues no pasa de ser una típica escena de un par de personas, que fueron pareja, y que se encuentra por casualidad, situación en la que uno de ellos quiso abordar al otro, quien trato de evadir por completo el encuentro, pero sin que ello logre tipificar la conducta punible de violencia intrafamiliar.
Por otra parte se señaló en la sentencia que si bien es cierto, luego de la captura del señor YORGUI, este lanzó una serie de improperios hacia su excompañera e hija y estrujó a la primera en presencia de los agentes captores, dicho comportamiento tampoco entra a la esfera del derecho penal, pues fue clara la señora KELLYN en decir que su descendiente no fue maltratada físicamente; de allí que el asunto que se debata, insiste la Jueza, no pase de ser un desafortunado encuentro entre dos excompañeros, puesto que de haber sido el querer del procesado el ocasionarle daño a la madre de su hija, los hechos se hubiesen producido en otro escenario, especialmente cuando se debe recordar que hacía más de tres años que el señor YAT no tenía contacto con la víctima y sus hijos ya que la pareja había tomado la decisión de dar ruptura a la relación. 
Aunado a lo anterior, los testimonios rendidos tanto por la víctima y su hija, como por la hermana del acusado la señora ISABEL ANGARITA TABARES y del investigador JHON JAIRO MESA JIMÉNEZ, fueron coherentes en afirmar que el señor YAT y la señora RIVERA ya no vivían juntos y que la residencia del acusado está establecida en la ciudad de Medellín, además de que reconocieron saber que este padecía de esquizofrenia.
En ese orden, no desconoció la falladora de primer nivel la existencia de una agresión física, un zamarreo, por parte del procesado hacía la denunciante, pero dejó sentado que en ningún momento este atentó contra la integridad física de su hija, con quien sí tiene un lazo consanguíneo, sino que sostuvo que ello evidenciaba la presencia de un conflicto familiar, pero que tal hecho se alejaba ampliamente de los requisitos para poder configurarse dentro del delito de violencia intrafamiliar, toda vez que esa conducta tiene una connotación que no deriva de la literalidad de la norma, sino que es más profunda y está ligada a los vínculos familiares. 
Entonces, dice la Juez que de esa mal llamada agresión que se investiga, resulta desproporcionado derivar la existencia de una conducta punible y reclamar con ello la intervención de la potestad punitiva de Estado, puesto que no es cualquier acto de violencia o maltrato el que estructura el tipo penal de la violencia intrafamiliar, sino que tal cosa se establece es porque el hecho tiene la capacidad de afectar o lesionar el bien jurídico protegido, esto es la familia, por ende no se puede concluir que lo ocurrido el 26 de enero del 2015, haya rotó o resquebrajado la armonía o conservación de ese grupo familiar, puesto que tal no existe. 
Siguiendo su argumentación, dijo la A quo que los hechos para este caso tienen un contexto y este es que el interés del agresor no era en ese entonces afectar dicho bien jurídico, sino que pretendía poner en evidencia su molestia e inconformidad porque las víctimas no quisieron hablar con él, y por el contrario empezaron a correr evadiéndolo, lo que generó en el acusado impotencia y la utilización como último recurso para llamar su atención, el halar el bolso que estas llevaban y posteriormente emprender la huida, pues de no haber hecho tal cosa no se hubiera presentado por parte de las victimas una denuncia formal, pues recuérdese que inicialmente ellas lo denunciaron por hurto, toda vez que tanto la señora KELLYN RIVERA como su hija sabían de la enfermedad metal del procesado. 
En ese orden de cosas, concluyó la señora Juez Primera Penal Municipal con Funciones de Conocimiento local, que dentro de este asunto no se configura el tipo penal imputado, y por consiguiente lo absolvió de los cargos endilgados.
L  A   A  L  Z  A  D  A:
Inconforme con la decisión, la Fiscalía interpuso recurso de apelación, para ello presentó dentro del término pertinente escrito en el cual dijo no compartir los argumentos que la señora Juez expuso para absolver al señor YAT.

Señala la Fiscalía que sus reparos se concentran en la apreciación que la A quo realizó frente a la narración de los hechos, ya que la funcionaria admitió que cuando llegaron las victimas al lugar donde fue capturado YORGUI, el las agredió verbalmente y estrujó a KELLYN RIVERA, dicha situación constituyó la flagrancia que ameritaba la captura y que dio origen a la investigación. En cuanto a la que víctima KELLYN RIVERA, instauró denuncia por Hurto Calificado, afirma la Fiscal que establecer la clase de delito y la respectiva adecuación típica le corresponde a la Fiscalía que asume el conocimiento de la acción penal, independientemente de lo que considere el ciudadano frente al delito por investigar, por ello es que posteriormente se hizo la adecuación típica correspondiente al delito de violencia intrafamiliar.
Igualmente dice en la alzada que la señora Jueza expresó que la reacción de YORGUI frente a su excompañera e hija no arroja lesionados, como si la violencia solo se produjera por la agresión física. De otro lado, considera que si bien es cierto fue reconocido por el Instituto de Medicina Legal, mediante informe pericial de psiquiatría del 27 de julio del 2015, suscrito por el perito Julio Cesar Gutiérrez, que el procesado sufre de esquizofrenia, ello nada tiene que ver con un estado de inimputabilidad, como quiso hacerlo ver al inicio de la audiencia de juicio oral la defensora, toda vez que tal condición no fue probada, ni se debatido en juicio, lo que conlleva a que no puede ser reconocido como cierto por parte del Juzgado.

Por otra parte, dice la apelante que la Jueza A quo desatiende las manifestaciones por parte de la madre ofendida y su hija, en cuanto a que sienten temor, porque el procesado se ha caracterizado por ser una persona violenta, así que en ese contexto parece incomprensible que se diga que el asunto no trasciende al derecho penal. De igual señala que como no hubo audiencia del Art. 447 C.P.P. ella no tuvo oportunidad de presentar con su debido sustento lo que acreditaba que el procesado se encontraba en prisión domiciliaria precisamente por un delito de violencia intrafamiliar, hechos ocurridos en Dosquebradas, y que al momento de proferirse el sentido del fallo absolutorio y conceder la inmediata libertad, este no pudo gozar de la misma, toda vez que tenía orden de captura vigente por un Juzgado de Dosquebradas.
Finalmente, transcribe parte de lo declarado por la menor J.A.R. y por su madre, para proceder a señalar que todo lo dicho por ellas es real y se demuestra también con lo atestado por parte de los señores Agentes de la Policía, los Patrulleros ALEXANDER QUIMBAYO SÁNCHEZ Y JHON EDISON ROMERO ARDILA, quienes percibieron directamente la violencia que impartía el indiciado a sus víctimas; testimonios a los cuales no le dio la suficiente valoración la Juez de primera instancia, aun cuando estos uniformados ofrecían gran credibilidad.
Con todo lo dicho, solicita la delegada del Ente Acusador que se revoque la decisión de la Juez de primera instancia y en su lugar se condene al señor YAT por haber incurrido en el delito de violencia intrafamiliar en contra de la señora KELLYN RIVERA RIVERA y la menor J.A.R.

L A  R E P L I C A:
En cuanto a los reproches hechos por la Fiscalía, recuerda la no recurrente que para proferir sentencia condenatoria en contra de una persona es necesario que se den los presupuestos del Art. 381 de C.P.P. el cual establece que para dictar fallo de responsabilidad se requiere el conocimiento más allá de toda duda acerca del delito y la responsabilidad penal del acusado, y fue precisamente dicha carencia de certeza, lo que impidió un fallo condenatorio.
De otro lado, considera que no se puede perder de vista que en la apelación se manifiesta que es la Fiscalía quien adecua el tipo penal que se le imputara a la persona, al igual que es cierto que es la Fiscalía la dueña de la acción penal, pero lo que no debe olvidarse es que no se debe salir de los hechos fácticos que rodearon la captura, y es ahí donde la Jueza de acuerdo a las pruebas debatidas en el juicio no pudo llegar a establecer que el señor YORGUI fuera responsable de la conducta de violencia intrafamiliar, pues entre otras cosas no se estableció en el proceso la existencia de un vínculo familiar entre el señor YORGUI y la señora KELLYN, como tampoco con la menor J.A.R., consecuente con esto, sería imposible manifestar que se probó la materialidad de la conducta pues es requisito de la misma que se dé un vínculo de parentesco entre el acusado y la presunta víctima como miembro que conforma el núcleo familiar, y según versión de la denunciante, ellos hace más de tres años que viven en diferentes sitios y no tienen ningún tipo de relación.

Finalmente, respecto del haber probatorio presentado por la Fiscalía, indica que esta no demostró ni la responsabilidad del acusado ni la materialidad de la conducta, pues son incongruentes los hechos denunciados y plasmados en el informe de policía con los imputados, ya que a sabiendas de que la Fiscalía es la dueña de la acción penal, esta no se puede desbordar en sus facultades para apartarse de la realidad fáctica de los hechos.
Así las cosas, solicita que se confirme la decisión de la Juez de primera instancia.

P A R A   R E S O L V E R   S E   C O N S I D E R A:

- Competencia:

La Sala, acorde con lo establecido en el numeral 1º del artículo 34 C.P.P. y el articulo 176 ibídem, es competente para asumir el conocimiento del presente asunto, en atención a que estamos en presencia de un recurso de apelación interpuesto en contra de una sentencia de primera instancia, el cual fue interpuesto y sustentado de manera oportuna.

Así mismo no se avizora irregularidad o mácula alguna que pueda viciar de nulidad la actuación procesal.
- Problema jurídico:

Del contenido de los argumentos expuestos tanto por la recurrente como por la no recurrente, en sus respectivos escritos, a juicio de la Sala, se desprende el siguiente problema jurídico:

¿Incurrió la Jueza A quo en algún tipo de error al momento de la apreciación del acervo probatorio que le impidió darse cuenta que con las pruebas aducidas a juicio por parte del Ente Acusador, sí se acreditaba plenamente el compromiso penal endilgado en contra del procesado YAT, como autor a título de dolo en la presunta comisión del delito de Violencia Intrafamiliar, lo que implicaba que para el Procesado se debió dictar un fallo condenatorio en consonancia con los cargos endilgados en la acusación?

- Solución:
Como quiera que el eje central con el cual la recurrente ha edificado la tesis de su inconformidad frente a lo resuelto y decidido en el fallo de primera instancia gira en torno a argumentar que la A quo incurrió en unos supuestos errores en la apreciación de las pruebas habidas en el proceso, la Sala para solucionar la controversia procederá a efectuar un análisis de las pruebas que supuestamente fueron incorrectamente apreciadas por la Jueza de primer nivel para de esta forma determinar si le asiste o no la razón a los reproches formulados por la apelante.

Como punto de partida para poder resolver el problema jurídico propuesto por la recurrente, la Sala, acorde con lo acreditado con las pruebas debatidas en el juicio, tendrá como hechos ciertos y por ende plenamente demostrados en el proceso los siguientes:

· Los hechos ocurrieron en una vía pública de la ciudad de Pereira el 26 de enero del 2015 a eso de las 17:50 horas en la calle 21 con carrera 10, en donde se produjo la captura del señor YAT. 
· Tales acontecimientos tuvieron dos etapas, la primera cuando el acusado quiso bajar a la fuerza de un taxi a su excompañera KELLYN, quien se encontraba en compañía de su hija menor de edad J.A.R., la cual intervino para que cesará la agresión, fue allí que el procesado decidió arrebatarles el bolso y huir del lugar; la segunda etapa, tuvo lugar cuando llegaron las víctimas al lugar donde se había efectuado la captura  del señor YAT, quien en ese momento el las agredió verbalmente y estrujó a KELLYN.
· En principio las víctimas formularon denuncia por la conducta punible de hurto calificado, pero la Fiscal que conoció el caso, cambió la calificación jurídica para imputar y posteriormente acusar al señor YAT del hecho punible de violencia intrafamiliar.

· Las partes acordaron como estipulaciones probatorias en la audiencia de juicio oral, el contenido del dictamen de psiquiatría forense, en donde se establece que el Procesado padece de esquizofrenia, al igual que su historia clínica psiquiátrica y el informe de plena identidad.

Ahora, en lo que atañe con el epicentro de la controversia propuesta por la apelante, la cual radica en que el delito de violencia intrafamiliar se configuró en este caso, más allá de que el señor YAT y la señora RIVERA RIVERA, actualmente no lleven una vida de pareja, y tuvo lugar en el preciso momento en que él la insulta y la empuja delante de los policiales que lo habían capturado por el supuesto hurto, además de que deja entrever que el mismo se produjo en el momento en que él la hala a ella para sacarla del taxi, pues al hacer tal cosas también jalaba a su hija a quien ella tenía de la mano.  
Para dirimir lo anterior, resulta importante recordar que el delito de violencia intrafamiliar tipificado en el artículo 229 del Código Penal cuya pena fue modificado por el art. 33 de la Ley 1142 de 2007, prevé una sanción que va de 4 a 8 años de prisión para quién “maltrate física o sicológicamente a cualquier miembro de su núcleo familiar”, y en su inciso segundo establece, ese mismo artículo, que la pena se aumentará de la mitad a las tres cuartas partes cuando esa conducta se ejerza en contra de ciertas personas, entre ellas, una mujer. 
Frente a este delito, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, teniendo en cuenta la posición de la Corte Constitucional al respecto, dijo: 

“Surge evidente, entonces, que el propósito del legislador, al tipificar esa conducta como delito, es amparar la armonía doméstica y la unidad familiar, sancionando así penalmente el maltrato físico o sicológico infligido sobre algún integrante de la familia. 
Bajo esa línea, el elemento esencial para que el mismo se configure es que ese maltrato provenga de y se dirija sin distinción hacía un integrante del núcleo familiar o de la unidad doméstica, en tanto el concepto de familia no es restringido ni estático, sino que evoluciona social, legal y jurisprudencialmente.”

En la misma decisión la Corte Suprema agregó que para imputar esa conducta  “la Fiscalía tiene la carga de demostrar los siguientes elementos esenciales del tipo penal: (i) tanto agresor como víctima hacen parte de un mismo núcleo familiar, ya sea que estén unidos por un vínculo de consanguinidad, jurídico o por razones de convivencia, y (ii) se ha infligido un maltrato físico o psicológico a uno de ellos.” 

En consonancia con la anterior, vale traer a colación lo que ya había sido dicho por la Corte Constitucional en la sentencia C-368 de 2014: 

“Se trata entonces de un tipo penal con sujeto activo y pasivo calificado, por cuanto miembros de un mismo núcleo familiar o que puede ser realizado también por la persona encargada del cuidado de la víctima en su domicilio o residencia. Al efecto, cabe precisar que de acuerdo con la descripción típica la pertenencia al mismo núcleo familiar o encargado del cuidado en el ámbito doméstico no restringe la adecuación típica a que el evento de violencia suceda en el lugar donde reside la víctima, o señalado como habitación familiar, sino que constituye el elemento calificador del sujeto activo, no descriptivo o normativo de la conducta punible. Además, el delito de violencia intrafamiliar se configura cuando se realiza el verbo maltratar (el que maltrate física o sicológicamente).

De otra parte, para la adecuación típica del delito de violencia intrafamiliar, como lo enseña la teoría del delito, es necesaria la existencia de antijuridicidad material en la conducta. Señala el artículo 11 de la Ley 599 de 2000. "Antijuridicidad. Para que una conducta típica sea punible se requiere que lesione o ponga efectivamente en peligro, sin justa causa, el bien jurídicamente tutelado por la ley penal." 

En este caso, el bien jurídico tutelado por el tipo penal definido en el artículo 229 de la Ley 599 de 2000 es la familia, de tal forma que si la violencia, sea cual fuere el mecanismo para infligirla, trae como consecuencia la afectación de la unidad y armonía familiar, rompe los vínculos en que se fundamenta esta estructura esencial de la sociedad, habrá antijuridicidad, elemento necesario para sancionar penalmente la conducta, por cuanto no es la integridad física el bien jurídicamente protegido por este infracción penal.”

De lo dicho hasta acá, es válido decir que el bien jurídicamente tutelado por el tipo penal de violencia intrafamiliar, no es más que la unidad y la armonía familiar; en ese orden de ideas para que tales cosas se den, debe existir, si bien es cierto, no necesariamente una convivencia física entre las personas o unos lazos consanguíneos o jurídicos que determinen la existencia de la familia, si es necesario que haya, por lo menos, entre la víctima y el victimario una relación de cercanía y concordia que den cuenta de que la persona con su actuar ha afectado ese bien jurídico protegido por el tipo penal aquí revisado; por ejemplo que el agresor o agresora infiera algún tipo de maltrato en contra de su expareja o contra sus descendientes, con quienes a pesar de no compartir techo, sí mantiene un contacto y una relación constante, caracterizada por el apoyo físico, económico y emocional.
Con base en todo lo establecido en el anterior marco conceptual, procederá la Sala a desatar la alzada, para lo cual se hace necesario empezar por analizar dentro del acervo probatorio, sí dentro del presente asunto, la señora delegada de la Fiscalía General de la Nación logró demostrar la afectación del bien jurídico protegido con el artículo 299 del Código Penal. 
En ese orden de ideas, revisadas las pruebas existentes dentro de este proceso es necesario decir que la Fiscalía no allegó documento alguno que demostrara fehacientemente que el señor YAT es el padre de la adolescente J.A.R., sin embargo, por los testimonios rendidos durante el juicio oral, tanto por las ofendidas como por los testigos de la defensa, ese grado de parentesco y consanguinidad entre ellos quedó suficientemente claro. Igualmente, se dejó en evidencia que la señora KELLYN RIVERA, víctima en este asunto y madre de J.A.R., y el procesado tuvieron durante varios años una relación de pareja de donde nacieron dos hijos, sin embargo desde hace tres años atrás, para el momento del juicio oral, ellos se habían separado y ya no convivían ni sostenían ningún tipo de relación de pareja, tanto es así que el Procesado ya no residía en esta municipalidad, sino en la ciudad de Medellín. 

Bajo esa óptica, es necesario indicar que más allá del parentesco por un lazo de consanguineidad entre la adolescente J.A.R. y el señor YAT, entre él y las víctimas no existe ningún otro tipo de unidad o cercanía de donde se pueda extraer que entre ellos existía una relación de familiaridad; a esta conclusión es fácil llegar solo con escuchar lo atestado por quienes fungen como víctimas dentro de este asunto, en donde J.A.R. señaló que desde que sus padres se separaron ella no volvió tener contacto con su progenitor y que desde entonces sólo lo ha visto el día de los hechos y luego en la audiencia
. En consonancia con ello,  la señora RIVERA, dijo en su declaración que llevaba tres años separada de YORGUI, que no sostenía ningún tipo de relación con él precisamente por su enfermedad mental, ya que esa situación les había hecho imposible la convivencia
.   

Así las cosas, y teniendo en cuenta tanto lo dicho en los antes citados precedentes jurisprudenciales, frente al tema aquí tratado, es evidente que, tal como lo señaló la A quo en los hechos acaecidos entre las víctimas y el procesado el día 26 de enero de 2015, no se tipificó el delito de violencia intrafamiliar pues para ello hace falta la antijuridicidad, esto es que por lo sucedido se viera afectada la armonía doméstica y la unidad familiar, lo cual no sucedió, porque como consecuencia de la enfermedad psiquiátrica del acusado, dicha unidad familiar había desaparecido tres años atrás, tanto es así que por el lapso de tres años se alejó y desatendió de las personas que hacían parte de su núcleo familiar, con quienes prácticamente había perdido todo contacto. 
De esa manera se equivocó la señora Fiscal al elegir el tipo penal por el cual presentar ante la Judicatura al señor YAT, puesto que sin desconocer la existencia de las ofensas tanto físicas a la señora KELLYN como verbales hacía ella y hacía la adolescente J.A.R., tales situaciones no son suficientes para decir que se configuró el reato del contemplado en el artículo 299 del C.P. pues recuérdese que bien claro lo dejó la Máxima Guardiana Constitucional al señalar en la sentencia atrás citada que “no es la integridad física el bien jurídicamente protegido por este infracción penal”, sino la unidad familiar, que entre los acá involucrados, vuelve y se repite, ya no existía a pesar del lazo paternal entre la menor J.A.R. y el procesado. 
Aunado a lo anterior, la Sala es de la opinión que la recurrente con todo lo dicho respecto de la calificación jurídica dado a los hechos, esta desconociendo que una de las características que destaca al delito de violencia intrafamiliar es que en el escenario de la tipicidad se trata de un reato de naturaleza subsidiaria, “pues únicamente será aplicable si el maltrato físico o psicológico, no constituye delito sancionado con pena mayor, como ocurre, por ejemplo, con cierta clase de lesiones personales o el homicidio…..”
. Por lo que es claro que acorde con lo demostrado por los medios de conocimiento aducidos al proceso, que en el subexamine se estaba en presencia de un posible delito de hurto calificado por la violencia, injusto que debía primar en atención a que dicho delito es sancionado con mayor gravedad punitiva que el delito de violencia intrafamiliar.
Así las cosas lo que se configuró el día de los hechos fue un delito de hurto, como lo consideraron los Patrulleros que realizaron la captura en flagrancia, pero no una típica escena de violencia intrafamiliar. 
En conclusión, encuentra la Corporación que no le asiste razón a la señora Fiscal en cuanto a su apelación y por ende la decisión absolutoria adoptada por la Juez Primera Penal Municipal con Funciones de Conocimiento de Pereira, será confirmada en su integridad. 

En mérito de todo lo antes lo expuesto, la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE:
PRIMERO: Confirmar el fallo proferido el día Primero de febrero de 2017 por parte del Juzgado Primero Penal Municipal de esta localidad, con Funciones de Conocimiento, en el cual se absolvió al ciudadano YAT de los cargos endilgados en su contra, los cuales estaban relacionados con incurrir en la presunta comisión del delito de violencia intrafamiliar.
SEGUNDO: Declarar que contra de la presente decisión procede el recurso extraordinario de casación, el cual deberá ser interpuesto y sustentando dentro de las oportunidades de Ley.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SÁNZ

Magistrado

� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia 3 de diciembre del 2014, radicado 41315.


� Audio No. 2 de la audiencia de juicio oral del 27 de abril de 2016, H: 00:18:42. 


� Audio No. 1 de la audiencia de juicio oral del 27 de abril de 2016, H: 01:20:52.  


� Corte Suprema de Justicia: Sentencia del 5 de octubre de 2016. SP14151-2016. Rad. # 45647. M.P. LUIS ANTONIO HERNÁNDEZ BARBOSA.
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